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Época: Décima Época  
Registro: 2022490  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: PC.VII.L. J/13 L (10a.)  
 
SUPLETORIEDAD DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO. RESULTA INAPLICABLE TRATÁNDOSE 
DE LA DECLARACIÓN DE INCOMPETENCIA DEL TRIBUNAL DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE 
DENTRO DEL PROCEDIMIENTO DE HUELGA PREVISTO POR LA LEY ESTATAL DEL SERVICIO 
CIVIL DE VERACRUZ. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes analizaron si la Ley Estatal del Servicio 
Civil de Veracruz regula en forma integral el procedimiento de huelga o de manera deficiente la forma 
como debe actuar el Tribunal de Conciliación y Arbitraje, en el caso de que estime que es legalmente 
incompetente para conocer de dicho procedimiento, permitiendo la aplicación supletoria de la Ley 
Federal del Trabajo, y llegaron a conclusiones divergentes, en tanto que uno de ellos consideró que la 
citada ley estatal sí contempla el procedimiento específico de huelga, por lo que no procedía la 
aplicación supletoria de la Ley Federal del Trabajo, mientras que el otro determinó que sí procedía la 
aplicación supletoria de ésta, en virtud de que la ley estatal referida, aunque prevé la figura de la 
huelga, no lo hace de manera amplia, exhaustiva y a detalle, en tanto que no establece cómo debe 
actuar el Tribunal de Conciliación y Arbitraje del Poder Judicial del Estado, en caso de que no se estime 
competente para conocer del asunto.  
 
Criterio jurídico: El Pleno en Materia de Trabajo del Séptimo Circuito determina que en el 
procedimiento de huelga previsto por la Ley Estatal del Servicio Civil de Veracruz, es inaplicable 
supletoriamente la Ley Federal del Trabajo para determinar el momento en que el tribunal burocrático 
puede declararse legalmente incompetente. 
 
Justificación: Lo anterior, porque si bien existe un vacío legislativo en la ley estatal al no prever 
expresamente dentro del capítulo relativo al procedimiento de huelga, el momento en que el Tribunal de 
Conciliación y Arbitraje podrá declararse incompetente para conocer del mismo –como sí lo hace la Ley 
Federal del Trabajo–, lo cierto es que ello no hace necesaria la aplicación supletoria de aquélla, pues 
por una parte, la ley estatal sí contempla dicho aspecto, aun cuando de manera general para todos los 
procedimientos de los que conozca el tribunal laboral, lo cual evidencia que el legislador estatal no tuvo 
intención de establecer dicho aspecto de manera diversa, ello en ejercicio de su libertad de 
configuración legislativa, debido a los términos especiales con que se rigen los procedimientos 
tratándose de trabajadores al servicio del Estado y, por otra, dadas las diferencias sustanciales en la 
tramitación del procedimiento de huelga, previstas en la Ley Estatal del Servicio Civil y en la Ley Federal 
del Trabajo, hacen que lo establecido en esta última resulte incompatible e incongruente con los 
principios y bases que rigen el procedimiento contemplado por la ley burocrática estatal. 
 
PLENO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de noviembre de 
2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022488  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: 2a./J. 60/2020 (10a.)  
 

SENTENCIA DICTADA EN UN JUICIO DE NULIDAD EN EL QUE SE RECLAMA EL INCREMENTO A 
LA PENSIÓN JUBILATORIA. LA RESOLUCIÓN QUE LA DECLARA CUMPLIDA ES DE 
NATURALEZA DECLARATIVA Y, POR ENDE, NO REQUIERE EJECUCIÓN MATERIAL. 
 

Hechos: Los órganos colegiados contendientes analizaron una misma problemática jurídica arribando a 
posicionamientos contrarios, ya que mientras que para uno de los contendientes la resolución que 
declara el cumplimiento de una sentencia dictada en un juicio de nulidad, en la que se condenó a la 
parte demandada al cálculo de la cuota pensionaria con los incrementos respectivos, produce 
consecuencias y efectos meramente declarativos y, por tanto, resulta aplicable la regla de competencia 
territorial establecida en el tercer párrafo del artículo 37 de la Ley de Amparo, para el otro, la resolución 
que a través del estudio de los agravios de la queja por exceso o defecto, declara el cumplimiento de 
esa sentencia, a pesar de constituir un acto negativo simple, sí produce efectos y consecuencias 
positivos, por lo que la regla de competencia territorial aplicable es la establecida en el primer párrafo 
del referido numeral.  
 

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación establece que la 
resolución que declara el cumplimiento de una sentencia dictada en un juicio de nulidad en el que se 
reclama el incremento a la pensión jubilatoria, es de naturaleza declarativa, no requiere ejecución 
material y, por ende, es aplicable la regla de competencia territorial establecida en el tercer párrafo del 
artículo 37 de la Ley de Amparo. 
 

Justificación: Lo anterior, porque constituye un acto reclamado cuyos efectos son de naturaleza 
declarativa, porque no trascienden ni modifican el estado material preexistente de las cosas, antes bien 
se concretan, simplemente, a reconocer el cumplimiento dado a la sentencia dictada en un juicio de 
nulidad, a través de las resoluciones de las autoridades administrativas. Lo cual significa que no 
requiere de ejecución material, porque una vez agotado el procedimiento de ejecución, la autoridad 
responsable solamente se limita a dar por buena la actuación de la autoridad demandada en el juicio 
natural, es decir, ese acto reclamado no tiene por efecto alguna orden o mandato para actuar o llevar a 
cabo algo, pues deriva de una etapa que ya concluyó y en la que finalmente se determinó el 
acatamiento por parte de la autoridad demandada a los lineamientos de la ejecutoria del juicio de 
nulidad. Ahora, si bien la ejecución material no mira sólo al contenido del acto reclamado en el sentido 
de que establezca una orden, un mandato, el cumplimiento o prohibición para efectuar o llevar a cabo 
algo, sino que también comprende los alcances materiales que tuviera o llegara a producir en el mundo 
fáctico, lo cierto es que esos alcances no pueden llegar al extremo de considerar el aumento de la 
cuantía de la pensión, en los términos propuestos por la autoridad demandada en la resolución 
pronunciada en acatamiento a la decisión emitida en el juicio contencioso administrativo. Esto, pues de 
considerarlo así, no se estarían analizando los alcances materiales del acto reclamado, que en el caso 
particular se limitan a reconocer el cumplimiento a la sentencia dictada en un juicio de nulidad, sino los 
producidos por la resolución que emite la autoridad demandada en cumplimiento de la sentencia del 
tribunal administrativo, lo cual no constituye un criterio para determinar la competencia por razón de 
territorio de los Jueces de Distrito, ya que éste se limita a los alcances derivados del acto reclamado. 
 

SEGUNDA SALA 
 

Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de noviembre de 
2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022487  
Instancia: Pleno  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: P./J. 17/2020 (10a.)  
 
SECRETARIO DE JUZGADO EN FUNCIONES DE JUEZ DE DISTRITO. PARA JUSTIFICAR ESA 
CALIDAD EN EL DICTADO DE LA SENTENCIA, BASTA CON QUE MENCIONE EN LA ANTEFIRMA 
DE LA RESOLUCIÓN QUE SE ENCUENTRA AUTORIZADO POR EL CONSEJO DE LA 
JUDICATURA FEDERAL PARA ACTUAR CON TAL CARÁCTER. 
 
Hechos: La Primera y la Segunda Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al analizar la 
forma en que un secretario en funciones de Juez de Distrito debe justificar que actúa con tal carácter al 
dictar sentencias, llegaron a soluciones distintas, ya que para la Primera Sala basta con que el 
secretario mencione que se encuentra autorizado por el Consejo de la Judicatura Federal, mientras que 
para la Segunda Sala es necesario que en la sentencia se transcriba el documento que autoriza al 
secretario para fungir como Juez de Distrito. 
 
Criterio jurídico: La calidad de secretario en funciones de Juez de Distrito al dictar una sentencia, se 
justifica cuando éste menciona en la antefirma de la resolución que se encuentra autorizado por el 
Consejo de la Judicatura Federal para actuar con ese carácter. 
 
Justificación: La sola manifestación de esa autorización goza de la presunción de certeza, en tanto 
que el Consejo de la Judicatura Federal tiene facultades para autorizar al secretario del juzgado para 
desempeñar las funciones de Juez de Distrito en la ausencia del titular, y dichas actuaciones deben ser 
autorizadas por el secretario de Acuerdos respectivo, quien tiene fe pública. Lo anterior se refuerza en 
virtud de que la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, la Ley de Amparo y el Código Federal 
de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a esta última, no prevén mayores formalidades para 
el ejercicio de tal encomienda; esto, sin menoscabo de que el quejoso, en su caso, pueda demostrar la 
ilegalidad de tal actuación. 
 
PLENO 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de noviembre de 
2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022486  
Instancia: Pleno  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: P./J. 15/2020 (10a.)  
 
REPRESENTACIÓN EN CASO DE FALLECIMIENTO DE LA PARTE QUEJOSA. EL AUTORIZADO 
EN TÉRMINOS AMPLIOS DEL ARTÍCULO 12 DE LA LEY DE AMPARO NO PUEDE SER 
EQUIPARADO AL REPRESENTANTE LEGAL DEL FALLECIDO. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes al analizar si el autorizado en términos 
amplios del artículo 12 de la Ley de Amparo puede considerarse como "representante legal" para los 
efectos del artículo 16 de la propia legislación, llegaron a soluciones contrarias. 
 
Criterio jurídico: El autorizado en términos amplios del artículo 12 de la Ley de Amparo no puede 
equipararse al representante legal a que hace referencia el artículo 16 de la propia legislación, para 
efectos de la representación del quejoso que fallece. 
 
Justificación: El representante legal tiene originariamente las facultades y obligaciones para instaurar 
el procedimiento, por lo que esa figura no es equiparable a la del autorizado en términos del artículo 12 
de la Ley de Amparo, entre otras razones, porque los requisitos previstos para la representación legal o 
el otorgamiento del mandato no pueden tenerse por satisfechos con la sola presentación de una 
promoción como en el caso de las autorizaciones que se otorgan en términos amplios, aun cuando 
puedan acompañarse de facultades para intervenir en el juicio en el que se le autoriza. Por tanto, el 
representante legal del fallecido es el único que puede continuar con el juicio en tanto interviene el 
representante de la sucesión de acuerdo con el artículo 16 de la Ley Reglamentaria de los Artículos 103 
y 107 de la Constitución, no así el autorizado en términos amplios del artículo 12 de la propia 
legislación. 
 
PLENO 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de noviembre de 
2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
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TESIS JURISPRUDENCIALES 
Publicadas el viernes 27 de noviembre de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022483  
Instancia: Pleno  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: P./J. 14/2020 (10a.)  
 
RECURSO DE RECLAMACIÓN CONTRA ACUERDOS DE TRÁMITE DEL PRESIDENTE DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN DICTADOS EN AMPARO DIRECTO EN 
REVISIÓN. EL PLAZO PARA SU INTERPOSICIÓN SE INTERRUMPE CUANDO SE PRESENTA 
OPORTUNAMENTE ANTE EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO QUE DICTÓ LA 
RESOLUCIÓN QUE MOTIVÓ EL ACUERDO RECURRIDO O ANTE LA OFICINA DE 
CORRESPONDENCIA COMÚN A LA QUE PERTENECE DICHO ÓRGANO. 
 
Hechos: Las Salas de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación se pronunciaron de manera 
discrepante en torno a determinar si se interrumpe o no el cómputo del plazo para la interposición del 
recurso de reclamación cuando se presenta oportunamente ante el Tribunal Colegiado que dictó la 
resolución que motivó el acuerdo recurrido o ante la Oficina de Correspondencia Común a la que 
pertenece dicho órgano, cuando se impugna un auto del Presidente de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación. 
 
Criterio jurídico: El cómputo del plazo previsto en el artículo 104 de la Ley de Amparo se interrumpe 
cuando el recurso de reclamación se presenta oportunamente ante el Tribunal Colegiado de Circuito 
que dictó la resolución que motivó el acuerdo recurrido o ante la Oficina de Correspondencia Común a 
la que pertenece dicho órgano, cuando se impugna un auto dictado por el Presidente de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación en un amparo directo en revisión. 
 
Justificación: Si bien la regla interpretativa prevaleciente durante la vigencia de la Ley de Amparo para 
los casos en que la interposición de un recurso de reclamación se hiciera ante un órgano jurisdiccional 
distinto al que pertenecía el Presidente que dictó el acuerdo de trámite impugnado, era que tal 
presentación no interrumpía el cómputo del plazo para su interposición, por lo cual éste debía seguir 
corriendo de manera que, si para cuando se remitía al órgano correspondiente ya se había agotado el 
plazo, su interposición debía estimarse extemporánea. De una nueva interpretación del artículo 104 de 
la Ley de Amparo, y en aras de favorecer en todo momento a las personas la protección más amplia en 
términos del artículo 1o. constitucional, así como salvaguardar los derechos de acceso a un recurso 
judicial efectivo, a la tutela judicial, a la seguridad jurídica y de progresividad, previstos en los artículos 
14 y 17 constitucionales, este Alto Tribunal considera que el vacío legal del que adolece el referido 
precepto legal, debe subsanarse interpretándolo en el sentido de considerar que la presentación de un 
recurso de reclamación contra acuerdos del Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
ante el Tribunal Colegiado de Circuito que dictó la resolución que motivó el acuerdo que se pretende 
impugnar, o bien, ante la Oficina de Correspondencia Común a la que pertenezca tal órgano colegiado, 
debe tenerse por válida y, por tanto, es susceptible de interrumpir el cómputo del plazo para su 
interposición, siempre que ello acontezca dentro del de tres días previsto en el referido artículo 104. Una 
interpretación contraria impondría una restricción no prevista en la norma reglamentaria y vulneraría el 
artículo 17 constitucional, poniendo de manifiesto una limitación regresiva al derecho de acceso a la 
justicia, pues el hecho de que no se tenga certeza legal ante quién debe presentarse el recurso de 
reclamación, no puede ser atribuido al recurrente y menos aún su incumplimiento puede acarrear la 
preclusión de su derecho de impugnación. Lo anterior, en la inteligencia de que a fin de que esta 
Suprema Corte de Justicia de la Nación tenga conocimiento oportuno de la interposición de dicho 
recurso ante los referidos órganos jurisdiccionales, en términos de lo previsto en el Acuerdo General 
Número 12/2014, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los servidores públicos 
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responsables del uso del Módulo de Intercomunicación (MINTERSCJN) deben remitir a esta Suprema 
Corte mediante dicho sistema, al día siguiente al en que sea recibido en el Tribunal Colegiado de 
Circuito, el escrito en el que se haga valer el referido medio de impugnación. 
 
PLENO 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de noviembre de 
2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022469  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: PC.XXX. J/29 K (10a.)  
 
JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CONTRA ACTOS DE APLICACIÓN FUNDADOS EN 
NORMAS GENERALES RESPECTO DE LOS CUALES SE HUBIESE DICTADO UNA 
DECLARATORIA GENERAL DE INCONSTITUCIONALIDAD EN TÉRMINOS DE LO DISPUESTO 
POR EL CAPÍTULO VI DEL TÍTULO CUARTO DE LA LEY DE AMPARO, O EN TÉRMINOS DE LO 
DISPUESTO POR LA LEY REGLAMENTARIA DE LAS FRACCIONES I Y II DEL ARTÍCULO 105 DE 
LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, AL NO PREVERLOS EL 
ARTÍCULO 61, FRACCIÓN VIII, DE LA LEY DE AMPARO. 
 
El precepto legal citado, textualmente establece que el juicio de amparo será improcedente cuando se 
reclamen normas generales respecto de las cuales la Suprema Corte de Justicia de la Nación haya 
emitido una declaratoria general de inconstitucionalidad en términos de lo dispuesto por el Capítulo VI 
del Título Cuarto de dicha Ley, o en términos de lo dispuesto por la Ley Reglamentaria de las 
Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Luego, en 
la tesis aislada 2a.CLVII/2009, de rubro: "IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. LAS 
CAUSALES QUE LA PREVÉN DEBEN INTERPRETARSE DE MANERA ESTRICTA, A FIN DE EVITAR 
OBSTACULIZAR INJUSTIFICADAMENTE EL ACCESO DE LOS INDIVIDUOS A DICHO MEDIO DE 
DEFENSA.", la Segunda Sala del Alto Tribunal sostuvo que las causas de improcedencia deben 
aplicarse de manera estricta, con el fin de que la salvaguarda de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y de los derechos fundamentales a través del juicio de amparo sea efectiva, por lo 
que ante posibles interpretaciones de las causales de improcedencia, el juzgador debe declarar fundada 
la que se hubiese demostrado fehacientemente; por tanto, si en el juicio de derechos fundamentales se 
reclama el acto de aplicación de una norma general respecto de la cual la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación hubiese emitido una declaratoria general de inconstitucionalidad, como podría ser el cobro del 
derecho de alumbrado público por concepto de consumo de energía eléctrica, fundado en las leyes 
declaradas inconstitucionales por el Pleno del Alto Tribunal del País al resolver la acción de 
inconstitucionalidad 15/2019, pero no se impugna la norma, el juicio resulta procedente; sin embargo, si 
lo que se reclama es la ley, sea en su vertiente de autoaplicativa o heteroaplicativa, sí se actualiza de 
manera manifiesta e indudable el supuesto de improcedencia previsto por la fracción VIII del artículo 61 
de la Ley de Amparo. 
 
PLENO DEL TRIGÉSIMO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de noviembre de 
2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022468  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: 2a./J. 23/2020 (10a.)  
 
JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. ES IMPROCEDENTE CONTRA EL OFICIO 
POR EL QUE SE HACE DEL CONOCIMIENTO DEL CONTRIBUYENTE SU INCLUSIÓN EN EL 
LISTADO DE AQUELLOS QUE NO DESVIRTUARON LA PRESUNCIÓN DE INEXISTENCIA DE 
OPERACIONES A QUE SE REFIEREN LOS PÁRRAFOS PRIMERO Y TERCERO DEL ARTÍCULO 
69-B DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, EN SU TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA 
PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 25 DE JUNIO DE 2018. 
 
De acuerdo con el párrafo primero del numeral citado, la autoridad fiscal podrá presumir la inexistencia 
de las operaciones amparadas en los comprobantes fiscales expedidos por un contribuyente, si detecta 
que éste no cuenta con la capacidad operativa para otorgar los servicios o entregar los bienes 
respaldados en tales comprobantes, o bien, que se encuentra no localizado. Ante ello, el párrafo 
segundo dispone que la autoridad deberá notificar a los contribuyentes que se encuentren en esa 
situación, a través de su buzón tributario, de la página de internet del Servicio de Administración 
Tributaria y mediante publicación en el Diario Oficial de la Federación, con el objeto de que en el plazo 
de quince días contados a partir de la última de las notificaciones efectuadas, manifiesten ante dicha 
autoridad lo que a su derecho convenga y aporten la documentación e información con la que 
pretendan desvirtuar la presunción que existe en su contra. Por su parte, el párrafo tercero establece 
que una vez transcurrido aquel término, la autoridad, en un plazo que no excederá de cinco días: 1) 
valorará las pruebas y defensas que se hayan hecho valer; 2) notificará su resolución a los 
contribuyentes a través del buzón tributario; y 3) treinta días posteriores a esta notificación publicará en 
el medio oficial y página electrónica referidos, un listado de los contribuyentes que no desvirtuaron los 
hechos que se les imputó y que, por tanto, se encuentran definitivamente en la situación a que se refiere 
el párrafo primero del artículo en comento. Lo anterior permite concluir que es la notificación de la citada 
resolución [identificada en el inciso 2)] la que causa un perjuicio al contribuyente impugnable ante el 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa. En consecuencia, si la autoridad hacendaria mediante oficio 
hace del conocimiento del contribuyente su inclusión en el listado aludido, en contra de tal oficio no 
procede el juicio contencioso administrativo, puesto que no constituye una resolución que cause agravio 
en términos del artículo 3, fracción V, de la Ley Orgánica del mencionado tribunal, sino que es una 
consecuencia directa de la resolución de la autoridad fiscal por la que determinó que dicho 
contribuyente no desvirtuó la presunción actualizada en su contra. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de noviembre de 
2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS JURISPRUDENCIALES 
Publicadas el viernes 27 de noviembre de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022467  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h  
Materia(s): (Penal, Común)  
Tesis: 1a./J. 48/2020 (10a.)  
 
INTERÉS JURÍDICO EN EL AMPARO INDIRECTO. PARA ACREDITARLO PLENAMENTE CUANDO 
EL ACTO RECLAMADO CONSISTE EN LA MEDIDA PROVISIONAL DE RESTITUCIÓN DEL 
INMUEBLE MATERIA DEL DELITO DE DESPOJO, ES SUFICIENTE QUE EL QUEJOSO TENGA LA 
CALIDAD DE INDICIADO O PROCESADO EN LA AVERIGUACIÓN PREVIA O CAUSA PENAL DE 
LA QUE EMANA EL ACTO RECLAMADO. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes que conocieron de diversos amparos en 
revisión, sostuvieron un criterio distinto sobre la forma en que se acredita el interés jurídico en el amparo 
indirecto que promueva el inculpado o procesado contra la orden de restitución provisional en favor de 
la víctima, del bien inmueble objeto del delito de despojo. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que el 
interés jurídico en el juicio de amparo promovido en contra de la resolución que ordena la restitución 
provisional del inmueble materia del delito de despojo en favor de la víctima, se encuentra acreditado 
plenamente por el solo hecho de que el quejoso tenga la calidad de inculpado o procesado en la 
indagatoria o causa penal de la que emana el acto reclamado. 
 
Justificación: Se arriba a esa conclusión en razón de que, si bien del artículo 107, fracción I, de la 
Constitución General se colige que para la promoción del juicio de amparo debe tenerse en 
consideración que éste se rige por el principio de instancia de parte agraviada, el cual refiere, por un 
lado, que no puede ser iniciado de manera oficiosa y, por otro, que quien lo solicite debe sufrir un 
agravio personal y directo respecto del acto que reclame, en el caso, resulta innecesario acreditar ese 
interés jurídico a través de un documento que ampare la titularidad del bien inmueble, sino que basta 
con ser parte de la investigación o causa penal de origen para tenerlo por plenamente acreditado, 
porque si bien en la contienda constitucional se tiene la posibilidad de ofrecer pruebas, éstas estarían 
dirigidas a sustentar únicamente la inconstitucionalidad o ilegalidad del acto reclamado, porque en dicha 
litis no se decidirá si el quejoso tiene derecho de poseer el bien materia del delito. Por tanto, si el 
imputado o procesado promueve juicio de amparo para reclamar la orden de restitución del bien 
inmueble objeto del delito de despojo en favor de la víctima, es innecesario que exhiba documento que 
ampare la propiedad o posesión de dicho predio, pues su interés jurídico queda acreditado con la 
afectación directa que sobre él recae en la indagatoria o causa penal de donde emana el acto 
reclamado. 
 
PRIMERA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de noviembre de 
2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS JURISPRUDENCIALES 
Publicadas el viernes 27 de noviembre de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022460  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h  
Materia(s): (Administrativa, Común)  
Tesis: 1a./J. 51/2020 (10a.)  
 
IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. SON INOPERANTES LOS ARGUMENTOS POR LOS QUE SE 
SOSTIENE QUE EL ARTÍCULO 2o.-A, FRACCIÓN I, INCISO B), NUMERAL 6, DE LA LEY DE LA 
MATERIA TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA, RESPECTO DEL TRIBUTO 
ESTABLECIDO PARA ALIMENTOS PROCESADOS DESTINADOS A DISTINTAS ESPECIES 
ANIMALES. 
 
Hechos: Personas morales promovieron juicios de amparo indirecto contra, entre otros, el artículo 2o.-
A, fracción I, inciso b), numeral 6, de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, adicionado mediante 
decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 11 de diciembre de 2013, y que entró en vigor 
el 1 de enero de 2014, al considerarlo violatorio del principio de equidad tributaria a partir de la 
desigualdad de trato generada entre alimentos procesados para animales. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resuelve que resultan 
inoperantes los argumentos por los que se sostiene que el artículo mencionado transgrede el principio 
de equidad tributaria, respecto del impuesto establecido para alimentos procesados destinados a 
distintas especies animales, al partir de una premisa incorrecta. 
 
Justificación: De acuerdo con la evolución legislativa de la norma analizada, la tasa diferenciada 
establecida en el citado precepto legal está referida a productos destinados a la alimentación humana, 
sin que se desprendan elementos que permitan identificar dentro de esta hipótesis normativa productos 
destinados a la alimentación animal. Por tanto, el legislador otorga el mismo tratamiento a la 
enajenación de alimentos procesados para perros, equinos u otras especies, actividad que la Ley del 
Impuesto al Valor Agregado grava a la tasa del 16% (dieciséis por ciento). Tal tratamiento en materia de 
impuesto al valor agregado se explica tomando en cuenta que la enajenación constituye una actividad 
gravada a la tasa general; por excepción, determinados productos se benefician con la aplicación de la 
tasa 0% (cero por ciento), sin que se advierta que en este supuesto se ubique el alimento procesado 
para equinos ni algún otro destinado a la alimentación animal. 
 
PRIMERA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de noviembre de 
2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS JURISPRUDENCIALES 
Publicadas el viernes 27 de noviembre de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 

h
ttp

://ju
ris

ta
d
e

lfu
tu

ro
.o

rg
 h

tt
p
:/
/j
u
ri

s
ta

d
e

lf
u
tu

ro
.o

rg
 

Época: Décima Época  
Registro: 2022457  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h  
Materia(s): (Administrativa, Constitucional)  
Tesis: 1a./J. 50/2020 (10a.)  
 
IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. EL ARTÍCULO 2o.-A, FRACCIÓN I, INCISO B), NUMERAL 6, 
DE LA LEY DE LA MATERIA NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE RECTORÍA ECONÓMICA DEL 
ESTADO. 
 
Hechos: Personas morales promovieron juicios de amparo indirecto contra, entre otros, el artículo 2o.-
A, fracción I, inciso b), numeral 6, de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, adicionado mediante 
decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 11 de diciembre de 2013, y que entró en vigor 
el 1 de enero de 2014, al considerarlo violatorio del principio de rectoría económica del Estado. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resuelve que el 
precepto citado no transgrede el principio de rectoría económica del Estado. 
 
Justificación: El establecimiento del impuesto al valor agregado a los productos destinados a la 
alimentación animal tiene su fundamento en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución General, que 
otorga al Estado la facultad de establecer las contribuciones necesarias para sufragar los gastos 
públicos. Desde esa perspectiva, no puede considerarse que tal potestad sea susceptible de vulnerar el 
artículo 25 constitucional, pues la rectoría económica del Estado no puede verse menoscabada por la 
facultad impositiva, cuyo único fin es el establecimiento de tributos encaminados a sufragar el gasto 
público. Lo anterior, porque como lo ha sostenido esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, los 
preceptos constitucionales que rigen en materia económica no son referente de valoración para 
determinar la validez de normas tributarias, que tienen sustento en preceptos constitucionales diversos. 
 
PRIMERA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de noviembre de 
2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS JURISPRUDENCIALES 
Publicadas el viernes 27 de noviembre de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022453  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: PC.XXX. J/28 K (10a.)  
 
IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. NO SE ACTUALIZA DE MANERA 
MANIFIESTA E INDUDABLE LA CAUSA PREVISTA POR EL ARTÍCULO 61, FRACCIÓN VIII, DE LA 
LEY DE AMPARO, CUANDO EL ACTO RECLAMADO SE FUNDA EN NORMAS GENERALES 
RESPECTO DE LAS CUALES LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN HAYA EMITIDO 
DECLARATORIA GENERAL DE INCONSTITUCIONALIDAD EN TÉRMINOS DE LO DISPUESTO 
POR EL CAPÍTULO VI DEL TÍTULO CUARTO DE LA LEY REFERIDA, O EN TÉRMINOS DE LO 
DISPUESTO POR LA LEY REGLAMENTARIA DE LAS FRACCIONES I Y II DEL ARTÍCULO 105 DE 
LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 
 
De conformidad con las reglas contenidas en la Ley de Amparo, los órganos de control constitucional se 
encuentran obligados a examinar integral y exhaustivamente la demanda de amparo y de existir una 
causa manifiesta e indudable de improcedencia, desecharla de plano. Partiendo de esa premisa, 
tratándose de un acto de aplicación que se funde en normas declaradas inconstitucionales por la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación a través de una declaratoria general de inconstitucionalidad, no 
se actualiza la causa manifiesta e indudable de improcedencia prevista por el artículo 61, fracción VIII, 
de la ley de la materia, ya que las causales de improcedencia deben ser de aplicación estricta; por 
tanto, el motivo de inejercitabilidad, previsto en la fracción VIII del artículo 61 de la Ley de Amparo, sólo 
debe leerse y entenderse como gramaticalmente está previsto, esto es, que el juicio de derechos 
fundamentales únicamente será improcedente cuando se reclamen normas generales respecto de las 
cuales la Suprema Corte de Justicia de la Nación haya emitido declaratoria general de 
inconstitucionalidad en términos de lo dispuesto por el Capítulo VI del Título Cuarto de la Ley de 
Amparo, o en términos de lo dispuesto por la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 
PLENO DEL TRIGÉSIMO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de noviembre de 
2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS JURISPRUDENCIALES 
Publicadas el viernes 27 de noviembre de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022447  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h  
Materia(s): (Constitucional, Civil)  
Tesis: 1a./J. 49/2020 (10a.)  
 
EMPLAZAMIENTO POR EDICTOS SIN PREVIA INVESTIGACIÓN O ESFUERZO DE BÚSQUEDA 
DEL DOMICILIO CORRECTO DEL DEMANDADO. EL PÁRRAFO QUINTO DEL ARTÍCULO 1070 
DEL CÓDIGO DE COMERCIO, QUE LO PERMITE CUANDO EL DOMICILIO PACTADO EN EL 
DOCUMENTO BASE DE LA ACCIÓN, NO CORRESPONDA AL DE LA DEMANDADA, ES 
INCONSTITUCIONAL. 
 
Hechos: La parte quejosa fue emplazada al juicio natural por edictos, ante la imposibilidad de notificarla 
en el domicilio pactado en el contrato base de la acción, sin investigarse por los medios de que disponía 
el órgano jurisdiccional, el domicilio correcto de la demandada, ello con fundamento en el párrafo quinto 
del artículo 1070 del Código de Comercio. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia considera que el quinto párrafo del 
artículo 1070 del Código de Comercio, es inconstitucional y violatorio de la garantía de audiencia previa; 
y, por consecuencia, de las garantías de legalidad y debido proceso, protegidas por los artículos 14 y 16 
constitucionales, al permitir que, sin un esfuerzo de búsqueda del domicilio correcto en que deba ser 
emplazada la parte demandada, se realice por edictos en los casos en que intentado el emplazamiento 
en el domicilio convencional pactado en el documento base de la acción, resulte incorrecto o no vigente. 
 
Justificación: Lo anterior, toda vez que la notificación por edictos debe entenderse reservada para 
aquellos casos en que tras un esfuerzo de búsqueda del domicilio correcto para notificar personalmente 
a una persona, no sea posible ubicarlo. De ahí que representa más bien una vía de notificación 
excepcional o de último recurso para informar respecto del inicio de un juicio, siendo obligatorio para el 
respectivo juzgador, investigar hasta donde sea posible del domicilio correcto del demandado, antes de 
proceder a esta notificación. 
 
PRIMERA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de noviembre de 
2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS JURISPRUDENCIALES 
Publicadas el viernes 27 de noviembre de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022442  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: PC.XXX. J/30 K (10a.)  
 
DENUNCIA POR INCUMPLIMIENTO A LA DECLARATORIA GENERAL DE 
INCONSTITUCIONALIDAD. EL PROCEDIMIENTO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 210 DE LA LEY DE 
AMPARO, NO EXCLUYE LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. 
 
El procedimiento de denuncia por incumplimiento a una declaratoria general de inconstitucionalidad 
previsto en el artículo 210 de la Ley de Amparo, no es el único medio con el que cuentan los afectados 
para defenderse de actos que tengan su génesis en normas generales respecto de las cuales la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación haya emitido declaratoria general de inconstitucionalidad en 
términos de lo dispuesto por el Capítulo VI del Título Cuarto de la Ley de Amparo, o en términos de lo 
dispuesto por la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, dado que el vocablo "podrá" contenido en dicho precepto, 
interpretado sistemáticamente con los artículos 47, párrafo tercero y 72, párrafo segundo, de esta última 
legislación, refleja la intención del legislador de dotar de decisión a los justiciables en cuanto al camino 
que deban seguir para defenderse de un acto con las características apuntadas, esto es, instar el 
procedimiento establecido en el citado artículo 210, o bien, acudir al procedimiento sumario previsto en 
el artículo 118 de la ley de la materia, ya que aun cuando el procedimiento de denuncia de 
incumplimiento de la declaratoria general de inconstitucionalidad y el juicio de amparo en su vía 
indirecta tengan un diseño legislativo distinto, procesalmente también sean regulados de manera 
diversa y tengan alcances y efectos jurídicos diferentes, ambos cumplen con el fin de restablecer al 
particular en el goce de los derechos fundamentales que se estimen violados y, por ende, de resguardar 
el orden constitucional, lo que implica que tenga libertad de elegir la vía que estime idónea para 
combatir actos de esa naturaleza, de ahí que, dichos procedimientos no sean excluyentes entre sí, 
interpretación que es acorde con el derecho de tutela judicial efectiva; por ello, es jurídicamente válido 
concluir que la intención del legislador fue crear un mecanismo adicional al juicio de amparo para que 
los particulares se defiendan de actos fundados en normas declaradas inválidas, pero no limitar la 
procedencia del medio de control constitucional que por antonomasia ha sido a lo largo de la historia de 
la justicia constitucional, el mecanismo protector y restitutorio de derechos humanos. 
 
PLENO DEL TRIGÉSIMO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de noviembre de 
2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS JURISPRUDENCIALES 
Publicadas el viernes 27 de noviembre de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 

 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022438  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: PC.VII.L. J/12 L (10a.)  
 
CERTIFICADO DE DERECHOS. EL OFRECIDO EN ORIGINAL POR EL INSTITUTO MEXICANO DEL 
SEGURO SOCIAL (IMSS), EN SU CARÁCTER DE DEMANDADO EN EL JUICIO LABORAL, TIENE 
PLENO VALOR PROBATORIO PARA ACREDITAR LOS DATOS QUE CONTIENE, SALVO PRUEBA EN 
CONTRARIO, POR LO QUE PARA SU VALIDEZ ES INNECESARIA SU RATIFICACIÓN POR LA 
PERSONA QUE LO EMITIÓ. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes dilucidaron si es necesaria la ratificación del 
certificado de derechos ofrecido en original por el Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS), como parte 
demandada en el juicio laboral, a fin de que tenga validez, y llegaron a conclusiones divergentes, en tanto 
que unos sostuvieron que es innecesaria su ratificación para concederle valor probatorio pleno, mientras que 
el otro consideró necesario reponer el procedimiento para el desahogo de un medio de perfeccionamiento 
(ratificación de contenido y firma). 
 
Criterio jurídico: Este Pleno en Materia de Trabajo del Séptimo Circuito determina que no es necesaria la 
ratificación de la hoja de certificación de derechos ofrecida como prueba por el Instituto Mexicano del Seguro 
Social, para su validez. 
 
Justificación: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en las jurisprudencias 2a./J. 
39/2002 y 2a./J. 176/2009, de rubros: "SEGURO SOCIAL. EL CERTIFICADO DE DERECHOS APORTADO 
COMO PRUEBA POR EL INSTITUTO RELATIVO, EN SU CARÁCTER DE DEMANDADO EN EL JUICIO 
LABORAL, TIENE PLENO VALOR PROBATORIO PARA ACREDITAR LOS DATOS QUE EN EL MISMO SE 
CONTIENEN, SALVO PRUEBA EN CONTRARIO, POR LO QUE PARA SU VALIDEZ ES INNECESARIO 
QUE SE ACOMPAÑEN LOS AVISOS DE ALTA Y BAJA RELATIVOS O EL PAGO DE LAS CUOTAS 
RESPECTIVAS." y "CERTIFICADO DE DERECHOS EXPEDIDO POR EL INSTITUTO MEXICANO DEL 
SEGURO SOCIAL. SI LOS HECHOS COMPRENDIDOS EN ÉSTE FORMAN PARTE DE LA LITIS Y LA 
INFORMACIÓN QUE CONTIENE SE CONTROVIERTE EXPLÍCITA O IMPLÍCITAMENTE, SU VALOR 
PROBATORIO NO ES ABSOLUTO SINO SUSCEPTIBLE DE DESVIRTUARSE CON OTRA PRUEBA.", 
estableció, en esencia, que el certificado de derechos emitido por el Instituto Mexicano del Seguro Social 
tiene valor probatorio pleno, salvo prueba en contrario, pues se trata de un documento oficial expedido por 
funcionarios que cuentan con facultad expresa para ello, en términos del Reglamento Interior del Instituto 
Mexicano del Seguro Social, es decir, en su calidad de autoridad administrativa, quienes lo avalan con su 
nombre y firma, plasmando la información que se obtiene de los registros que se encuentran asentados en el 
sistema o base de datos que se llevan para tal efecto, por lo que constituye la prueba idónea para justificar 
las semanas cotizadas y el salario promedio de cotización. En esa tesitura, cuando el referido certificado de 
derechos es objetado en cuanto a su autenticidad, resulta innecesaria su ratificación para otorgarle validez, 
pues ello equivaldría a desconocer las formalidades que implica su expedición y la potestad con que se 
realiza; máxime cuando tal circunstancia no impide al asegurado, en su caso, desvirtuar con prueba en 
contrario la verosimilitud del contenido del documento. 
 
PLENO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de noviembre de 2020, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022434  
Instancia: Pleno  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: P./J. 16/2020 (10a.)  
 
COSA JUZGADA EN EL JUICIO DE AMPARO EN TORNO AL INTERÉS JURÍDICO POR 
AFECTACIÓN REAL Y ACTUAL A UN DERECHO SUBJETIVO. CASOS EN LOS QUE UNA 
RESOLUCIÓN DE SOBRESEIMIENTO NO HACE QUE SE ACTUALICE ESTA CAUSA DE 
IMPROCEDENCIA, PREVISTA EN EL ARTÍCULO 61, FRACCIÓN XI, DE LA LEY DE LA MATERIA. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes examinaron medios de impugnación en 
amparo indirecto que tenían como antecedente haberse decretado el sobreseimiento en un primer juicio 
de amparo por falta de interés jurídico, por no haberse acreditado un derecho subjetivo específico, y 
examinaron si en el segundo juicio se actualizaba o no la causa de improcedencia prevista en el artículo 
61, fracción XI, de la Ley de Amparo. Al respecto, llegaron a soluciones contrarias, puesto que para uno 
no procede un nuevo juicio promovido por el mismo quejoso contra la misma autoridad y respecto al 
mismo acto, por constituir dicho sobreseimiento cosa juzgada; mientras que para el otro sí procede, 
porque las razones o circunstancias que sustentaron la decisión de improcedencia en el juicio previo no 
provocaron la inejercitabilidad de la acción de amparo de modo absoluto. 
 
Criterio jurídico: La causa de improcedencia de cosa juzgada prevista en el artículo 61, fracción XI, de 
la Ley de Amparo, puede operar excepcionalmente cuando en un juicio previo se haya desechado una 
demanda o decretado el sobreseimiento, en la inteligencia de que no basta que en el primer juicio se 
haya determinado que el quejoso carece de interés jurídico para llegar a la conclusión de que ello, por sí 
solo, implica la inatacabilidad del mismo acto a través de un diverso juicio constitucional, pues 
necesariamente se deben analizar las razones que llevaron al órgano jurisdiccional a esa conclusión, ya 
que no todas ellas conllevan un pronunciamiento que impide la impugnación del acto de autoridad en un 
juicio de amparo ulterior. 
 
Justificación: Por regla general, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sustentado que una 
resolución de sobreseimiento no constituye cosa juzgada y, por consiguiente, no impide promover un 
nuevo juicio de amparo en el que se impugne el mismo acto o norma general; asimismo, ha establecido 
que existen excepciones al respecto, en virtud de que la causa de improcedencia de cosa juzgada 
opera por diversas circunstancias, en tanto no sólo se actualiza cuando en una sentencia ejecutoria se 
haya resuelto sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad de los actos reclamados, sino también 
con motivo del desechamiento de una demanda o el sobreseimiento en el juicio cuando se ha 
determinado la inatacabilidad de los actos a través de un diverso juicio constitucional, con la condición 
de que tal determinación obedezca a razones o circunstancias que hagan efectivamente inejercitable la 
acción de amparo de modo absoluto, con independencia del juicio en que se haya efectuado. Ahora 
bien, considerando que el interés jurídico, cuando se hace descansar en la afectación real y actual de 
un derecho subjetivo, es materia de prueba y, partiendo de la base de que el promovente del amparo 
debe demostrar los dos supuestos que lo integran, es decir, su titularidad respecto del derecho subjetivo 
reconocido por la ley y el perjuicio que le causa el acto de autoridad, la improcedencia por falta de dicho 
interés puede derivar de las siguientes hipótesis: I. Falta de titularidad de un derecho subjetivo tutelado 
por la ley; II. Ausencia de agravio personal y directo, esto es, inexistencia de un perjuicio, en virtud de 
que el acto de autoridad no incide en la esfera jurídica del promovente del juicio de amparo; III. Falta de 
idoneidad de pruebas concretas; y, IV. Omisión de aportar las pruebas conducentes para acreditar el 
interés jurídico. Si bien, respecto de los primeros dos supuestos, el sobreseimiento decretado en el 
primer juicio de amparo por falta de interés jurídico (con fundamento en la fracción XII del artículo 61 de 
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la Ley de Amparo) ocasionaría que en un segundo juicio de amparo promovido por el mismo quejoso, 
contra la misma autoridad y acto reclamado, se actualizara la diversa causa de improcedencia prevista 
en la fracción XI del precepto citado, por existir un pronunciamiento sobre el tema específico; ello no 
ocurre con los últimos dos supuestos, porque la falta de interés jurídico se genera por la insuficiencia o 
ausencia de pruebas, lo que no implica un pronunciamiento en cuanto a la existencia del derecho 
subjetivo tutelado o el agravio en la esfera jurídica del quejoso, sino únicamente sobre la ausencia de 
medios probatorios idóneos que acrediten la titularidad del derecho subjetivo que estima afectado el 
peticionario del amparo. De ahí la importancia de atender a las razones o circunstancias que condujeron 
a que en un primer juicio de amparo el órgano jurisdiccional resolviera sobreseer por falta de interés 
jurídico, para determinar si éstas son insuperables o no. En este sentido, si las razones o circunstancias 
que llevaron a sobreseer no hacen inejercitable la acción de amparo, con independencia de que esa 
determinación adquiera firmeza, ya sea porque no haya sido recurrida o habiéndolo sido se confirme, 
ello no impedirá promover un nuevo juicio de amparo contra el mismo acto. De esta forma, si el 
sobreseimiento en el primer juicio se sustentó en la falta de demostración del interés jurídico del 
quejoso, bajo la hipótesis de insuficiencia o ausencia de pruebas para acreditar ser titular de un derecho 
subjetivo, ello no constituye una razón que predomine, impidiendo que se promueva un nuevo amparo. 
En suma, debe considerarse que no se produce la inejercitabilidad de la acción de modo absoluto 
cuando en el primer juicio se haya omitido allegar pruebas, ni cuando las que se hayan ofrecido resulten 
insuficientes, esto es, eventualmente las pruebas en un segundo juicio de amparo no tendrían que ser 
forzosamente todas “nuevas”, considerando, por ejemplo, que una prueba que aisladamente no haya 
sido suficiente en un primer juicio para demostrar la titularidad de un derecho subjetivo puede, en 
cambio, ser suficiente si se le adminicula con otra novedosa, susceptible de generar la convicción 
necesaria; entonces, al segundo juicio (que podría examinarse, por no existir cosa juzgada) se podría 
aportar nuevamente una prueba inicialmente ofrecida, pero agregando otras que la robustezcan o 
perfeccionen, para que en su conjunto brinden certeza. 
 
PLENO 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de noviembre de 
2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022430  
Instancia: Pleno  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: P./J. 13/2020 (10a.)  
 

COMPETENCIA PARA CONOCER DE UN RECURSO DE QUEJA CONTRA EL AUTO DE 
DESECHAMIENTO DE LA DEMANDA O DE UN RECURSO DE REVISIÓN CONTRA LA SENTENCIA QUE 
DECRETA EL SOBRESEIMIENTO, DICTADOS POR UN JUEZ DE DISTRITO CON COMPETENCIA 
MIXTA POR ESTIMAR QUE LA RESPONSABLE NO ES AUTORIDAD PARA EFECTOS DEL JUICIO DE 
AMPARO. CORRESPONDE AL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO ESPECIALIZADO EN LA 
MATERIA EN LA QUE INCIDE EL ACTO RECLAMADO Y, EN SU CASO, A LA NATURALEZA DE LAS 
AUTORIDADES CONSIDERADAS COMO RESPONSABLES. 
 

Hechos: La Primera y la Segunda Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación se pronunciaron 
sobre el Tribunal Colegiado de Circuito competente para conocer del recurso de queja interpuesto contra el 
acuerdo de desechamiento de la demanda dictado por un Juez de Distrito con competencia mixta al estimar 
que no se está ante actos de autoridad para efectos del juicio de amparo. La Segunda Sala determinó que la 
competencia para conocer del recurso de queja interpuesto contra el auto que desecha la demanda o del 
recurso de revisión contra la sentencia que decrete el sobreseimiento, en ambos casos por estimar que no 
se está ante actos de autoridad, corresponde al Tribunal Colegiado de Circuito especializado en materia 
administrativa, pues de ese modo al resolverse el conflicto no se prejuzgará sobre el fondo de ese medio de 
defensa atendiendo al criterio residual previsto en el artículo 52 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación, sin que se actualicen los supuestos de excepción establecidos en las fracciones II del artículo 50 
y III del diverso 51 de ese ordenamiento legal; en cambio, la Primera Sala sostuvo que para determinar qué 
Tribunal Colegiado de Circuito es el competente para conocer de un recurso de queja interpuesto contra la 
determinación del Juez de Distrito que desecha la demanda por estimar que no se está ante actos de 
autoridad, debe atenderse a la naturaleza del acto reclamado y de las señaladas como responsables.  
 

Criterio jurídico: De la interpretación sistemática de los artículos 37 y 38 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial de la Federación se sigue que la competencia para conocer de un recurso de queja contra el auto de 
desechamiento de la demanda o de un recurso de revisión contra la sentencia que decreta el sobreseimiento 
dictado por un Juez de Distrito con competencia mixta, por estimar que la responsable no es autoridad para 
efectos del juicio de amparo, corresponde al Tribunal Colegiado de Circuito especializado en la materia en la 
que incide el acto reclamado y, en su caso, a la naturaleza de las autoridades consideradas como 
responsables. 
 

Justificación: Aun cuando la Primera Sala no abordó la problemática relativa a la competencia para conocer 
del recurso de revisión respectivo, a fin de generar seguridad jurídica sobre el criterio que debe prevalecer, el 
estudio contempló los Tribunales Colegiados de Circuito que deben conocer tanto del recurso de queja como 
del recurso de revisión interpuestos contra el acuerdo que desecha la demanda y decreta el sobreseimiento 
en el juicio, respectivamente. Para determinar la competencia por materia del Tribunal Colegiado de Circuito 
que debe conocer de un recurso de queja interpuesto contra el auto de desechamiento de la demanda o de 
un recurso de revisión contra el sobreseimiento dictado por un Juez de Distrito con competencia mixta, por 
estimar que las responsables no son autoridades para efectos del juicio de amparo debe atenderse, en 
principio, a la naturaleza del acto reclamado. Complementariamente, podrá considerarse la naturaleza de las 
autoridades estimadas como responsables respecto de las cuales no se hubiera desechado la demanda de 
amparo o sobreseído en el juicio, toda vez que en algunos casos no basta con atender a la naturaleza del 
acto reclamado. 
 

PLENO 
 

Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de noviembre de 2020, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022429  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 27 de noviembre de 2020 10:38 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a./J. 47/2020 (10a.)  
 
ANOTACIÓN PREVENTIVA DE EMBARGO. DENTRO DE LOS REQUISITOS PARA CANCELARLA, 
CON MOTIVO DE SU CADUCIDAD, NO ESTÁ EL RELATIVO A QUE TAMBIÉN SE ENCUENTRE 
CONCLUIDO EL JUICIO DEL QUE DERIVÓ CUANDO LA LEY APLICABLE NO CONTIENE 
DISPOSICIÓN EN ESE SENTIDO NI OTRA QUE ORIENTE TAL INTERPRETACIÓN 
(LEGISLACIONES DE LOS ESTADOS DE JALISCO Y DE PUEBLA). 
 
Hechos: Los órganos jurisdiccionales que participaron en la contradicción de tesis llegaron a 
conclusiones distintas al resolver si, para llevar a cabo la cancelación de la anotación preventiva de 
embargo que consta en el folio real, por haber operado su caducidad, basta con que se cumplan los 
requisitos expresamente establecidos en la ley, o si es necesario, además, que haya operado la 
caducidad de la instancia en el juicio del que derivó dicha anotación preventiva sin que esté regulado en 
algún ordenamiento. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que, dentro 
de los requisitos para cancelar la anotación preventiva de embargo en el folio real, por haber operado su 
caducidad, no está el relativo a que también se encuentre concluido el juicio del que derivó dicha 
inscripción cuando la ley aplicable no contiene disposición alguna en ese sentido ni alguna otra que 
oriente esa interpretación. En ese tenor, cuando en la legislación de mérito se advierte que tal anotación 
es autónoma, por tener validez y vigencia por un plazo determinado (que puede ser prorrogado), 
pasado el cual opera la caducidad, ha lugar a cancelarla en los términos que la ley prevé sin agregar 
requisitos adicionales, esto es, con independencia de que haya existido actividad en el juicio del que 
derivó esa anotación preventiva. 
 
Justificación: Lo anterior, pues los artículos 41 y 131, fracción IV, de la Ley del Registro Público de la 
Propiedad del Estado de Jalisco y 89 de la Ley del Registro Público de la Propiedad del Estado de 
Puebla prevén que la caducidad de la anotación preventiva del embargo practicado sobre bienes 
inmuebles en el juicio natural, impone únicamente como requisito el transcurso de tres años y que no se 
haya prorrogado la inscripción en los términos de ley, sin que deban aplicarse legislaciones que prevean 
otros requisitos para la cancelación de tal asiento registral, porque donde la ley no distingue, el juzgador 
no debe hacerlo. 
 
PRIMERA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2020 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de noviembre de 
2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
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